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   El Foro Andaluz de Educación, Comunicación y Ciudadanía somos las organizaciones sociales, 

los colectivos, movimientos de la sociedad civil, y la ciudadanía preocupados por la falta de libertad 

de expresión, comunicación y participación de la ciudadanía. Consideramos que en la comunica-

ción se fundamenta la libertad del ser humano, su capacidad para elegir, construir e intercambiar 

realidades, experiencias e ideas. En ella radica la riqueza de las sociedades, el intercambio cultural 

y la diversidad radical de una sociedad global.  La comunicación implica el derecho a la libertad de 

opinión y de expresión, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin 

limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión, tal como aparece en la Declaración Uni-

versal de los Derechos Humanos y sobre la que se construye el artículo 20 de nuestra Constitución, 

a la que el Tribunal Constitucional otorga la propiedad de salvaguardar el contenido real de otros 

derechos que la Carta Magna consagra.

   Es por ello que consideramos, que ni la actual circunstancia económica, ni las diferentes re-

gulaciones públicas o privadas, deben constreñir un derecho humano que otorga dignidad a los 

seres humanos. La Comunicación es el elemento principal para la participación  de  todos  los  

ciudadanos  y  ciudadanas  en  la  vida  política,  económica, cultural  y  social, no sólo a través del 

derecho a recibir información veraz, sino a emitirla en igualdad de condiciones que otros actores 

sociales, condición fundamental para el desarrollo pleno de la democracia, así como para que los 

ciudadanos puedan opinar y actuar libremente. La información constituye un derecho fundamental 

reconocido como tal por el Convenio Europeo de los Derechos Humanos, cuyo sujeto o titular son 

los ciudadanos/as, a quienes corresponde el derecho de exigir que la información que se da desde 

el periodismo se realice con veracidad en las noticias y honestidad en las opiniones sin injerencias 

exteriores, tanto de los poderes públicos como de los sectores privados.

   Los medios de comunicación tienen un papel fundamental en el funcionamiento democrático. A 

diferencia de otros países del entorno europeo, el control del espacio público de debate y comuni-

cación está desregulado. Los medios de comunicación son entidades especiales y esenciales para 

el desarrollo democrático del debate público y deben de ejercer como contrapeso, supervisión y 

control del funcionamiento político. Su funcionamiento, así como el de los profesionales de la comu-

nicación, ya no sólo necesitan de una regulación, sino que ésta debe ser especialmente diseñada 

para tal propósito, asegurando su independencia y asentando sus bases bajo la vigilancia del ejer-

cicio de las libertades fundamentales. 

   Creemos que el sistema audiovisual actual ha fracasado y entre las acciones más urgentes está la 

aprobación de una Ley del Audiovisual Andaluz. Destacamos que este Foro Andaluz de Educación, 

Comunicación y Ciudadanía ha sido un punto de encuentro de diversas experiencias y objetivos que 

comparten fi nes comunes de empoderamiento de la ciudadanía en la comunicación. El Foro asume 

los principios en la declaración del Parlamento Europeo de 2008 sobre medios de comunicación co-

munitarios y los 14 principios de la Asociación Mundial de Radios Comunitarias (AMARC) de 2009 

para una adecuada legislación que garantice el derecho a comunicar en los medios de comunica-

ción comunitarios, culturales, educativos y con denominaciones análogas, así como otras buenas 

prácticas nacionales e internacionales que incluyen el derecho de acceso en los medios públicos.
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   Reivindicamos que los agentes implicados en la comunicación (asociaciones, ONG, medios de 

comunicación de los tres sectores, organizaciones de profesionales y ciudadanía en general) sean 

partícipes en la construcción de la Ley de Comunicación Audiovisual de Andalucía y que la adminis-

tración autonómica tenga en cuenta las recomendaciones internacionales en esta materia.  

   Esta Declaración es el resultado de los debates e intercambios dados durante los encuentros 

provinciales, celebrados en el mes de mayo de 2013 en Córdoba, Sevilla y Málaga, y el encuentro 

andaluz con la participación de experiencias internacionales y nacionales, celebrado los días 10 y 11 

de junio de 2013.
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   Las organizaciones, colectivos, profesionales y ciudadanía participantes en el Foro Andaluz de 

Educación, Comunicación y Ciudadanía, así como en la elaboración de este documento, llevan déca-

das debatiendo, investigando y ejerciendo el derecho a la comunicación desde una perspectiva social, 

comprometida y ciudadana. 

   La actual confi guración del espacio público del audiovisual en nuestro país es consecuencia de un 

proceso de privatización, liberalización y concentración de un elemento esencial para el correcto funcio-

namiento del régimen democrático de nuestra sociedad. Desde hace décadas, organismos internacio-

nales como la UNESCO o el Parlamento Europeo han emitido señales de alarma sobre la importancia 

de una correcta regulación sobre el funcionamiento de los medios de comunicación para el logro de una 

sociedad global justa y equitativa. 

   Sin embargo, ha sido a comienzos de esta década, cuando las emergentes sociedades latinoameri-

canas han tomado la iniciativa y han aprobado leyes de comunicación más acordes con los estándares 

internacionales. De esta forma, países como Argentina, Uruguay, Bolivia o recientemente Ecuador en-

cabezan la vanguardia en legislación audiovisual en todo el mundo.

   Consideramos que la futura Ley  Audiovisual de Andalucía, así como el desarrollo del derecho de 

acceso y el apoyo a los medios de carácter comunitario refl ejados en dicho Pacto de Gobierno, pueden 

suponer una oportunidad única de encabezar, tanto en España como en el marco mediterráneo y euro-

peo, una legislación audiovisual progresista, innovadora y responsable.

   Las organizaciones, colectivos, profesionales y ciudadanía partícipes en el Foro Andaluz de Educa-

ción, Comunicación y Ciudadanía elevan a la Dirección General de Comunicación Social de la Junta 

de Andalucía esta propuesta marcada como líneas de actuación urgentes de la sociedad civil ante el 

derecho a la información y a la comunicación:

REGULACIÓN

1. Se demanda una regulación de los servicios de comunicación audiovisual con normas claras que 

permitan la construcción de un sistema de medios de comunicación audiovisual equilibrado y 

justo entre los diferentes operadores. El actual sistema de medios de comunicación audiovisual atenta 

contra el servicio público inherente a la concesión de este espacio. El espectro radioeléctrico es patrimo-

nio común de la Humanidad (Tratado de Torremolinos, UIT y artículo 33 del Convenio Internacional de 

Telecomunicaciones con el ajuste alcanzado en Nairobi). Los oligopolios y monopolios restringen la plu-

ralidad y la diversidad, limitan la exposición de ideas y voces diferentes en el espacio público y coartan el 

derecho a la comunicación de la ciudadanía. Por ello se exige el control de los servicios de comunicación 

audiovisual a través de medidas efi caces para la limitación en la formación de monopolios y oligopolios, 

estableciendo mecanismos para su control. Así, consideramos urgente una Ley de Comunicación Audio-

visual que asegure un acceso equitativo de todos los sectores al espectro radioeléctrico. 

2. Los servicios de comunicación audiovisual son considerados un bien de dominio público. Su 

uso se deberá adecuar a unos parámetros acordes con la libertad de expresión e información, la 

promoción de la diversidad, la no discriminación, la inclusión social y los derechos humanos. Para ello, 

se someterá a todo medio con licencia de explotación de frecuencias al Código Deontológico Europeo, 

sin menoscabo de la mejora que suponga la adopción de sus propios códigos éticos, basado en estos 

principios y bajo el cual tanto las administraciones públicas como la ciudadanía puedan exigir su cum-

plimiento.

3. Corresponde a la Administración Pública articular el sistema de garantías necesario para el cum-

plimiento de la Ley y el Código Deontológico. Para ello se modifi cará el Reglamento Orgánico 

y de Funcionamiento del Consejo Audiovisual Andaluz, que se convertirá en un organismo público e 

independiente del poder del gobierno, así como de grupos políticos,  económicos y empresariales. Este 

órgano de control estará integrado por organizaciones representativas de la sociedad civil, colectivos 

sociales y profesionales. Igualmente se le dotará de capacidad sancionadora y será la autoridad pública 
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responsable de la concesión de licencias en el espectro radioeléctrico, así como de su asignación, su-

pervisión, revocación o prorrogación.

4. Los poderes públicos, así como el Consejo Audiovisual Andaluz, se coordinarán para en el plazo 

de un año acordar el sometimiento de los contenidos y la programación de los medios audiovisua-

les andaluces al Código Deontológico Europeo, que será de obligado cumplimiento por parte de todos 

los medios de comunicación y que será sometido al Consejo Audiovisual Andaluz de forma periódica. 

MEDIOS COMUNITARIOS. TERCER SECTOR

5. Los medios de comunicación comunitarios, educativos y culturales son un instrumento de partici-

pación ciudadana que debe ser promocionados y protegidos, asegurándoles, al menos, un tercio 

del espacio radioeléctrico, garantizando así el acceso a este bien público por parte de la sociedad civil. 

Sus informadores y sus informaciones deberán estar sujetas a las mismas obligaciones que los medios 

tradicionales y deberán gozar de las mismas protecciones jurídicas y de acceso a las fuentes de infor-

mación en igualdad de condiciones, evitando así la criminalización de los mismos y la penalización de 

las entidades privadas sin ánimo de lucro frente a las comerciales.

6. Se exige plena transparencia en el proceso de concesión de licencias, que buscará un sistema 

de concesiones equitativo, claro y simplifi cado entre los distintos operadores públicos, privados 

comerciales y privados sin ánimo de lucro, con un sistema de concesiones por plazos determinados. 

Cada uno de los operadores accederá a las licencias a través de concursos diferenciados, eximiendo de 

tasas y simplifi cando los trámites de solicitud  en los concursos del Tercer Sector, facilitando el acceso 

de la ciudadanía al espectro radioeléctrico.

7. Las frecuencias radioeléctricas no pueden venderse, subastarse, alquilarse o traspasarse, puesto 

que el titular de las mismas es la sociedad como tal (no el operador concesionado) y la fi nalidad 

de la concesión del espacio de dominio público a operadores públicos o privados es el servicio público. 

El derecho a la comunicación es un derecho humano más y no puede supeditarse a condicionantes 

económicos ni legales. Los operadores privados con licencia sin activar o inactivas deberán expropiarse 

para ser ofertadas de nuevo en concurso dentro del marco de los tres tercios de distribución por secto-

res. Las concesiones públicas locales y/o  municipales que no estén en uso, podrán ser cedidas en su 

uso y explotación al Tercer Sector por parte de la entidad pública concesionada, por un plazo determina-

do previa aceptación del Consejo Audiovisual Andaluz.

EDUCACIÓN

8. La Ley Audiovisual Andaluza, de acuerdo con la Directiva Europea 2010/13/UE y la Recomenda-

ción del Parlamento Europeo del 16 de diciembre de 2008, promoverá la alfabetización mediática 

y/o educación en medios de comunicación con el objeto de generar una opinión pública informada, 

crítica y participativa. Esta estrategia educativa se fundamentará en la defensa del ejercicio del derecho 

a la comunicación. La administración pública deberá garantizar el desarrollo de estas actividades en 

educación reglada, no reglada e informal. 

DERECHO DE ACCESO

9. Los medios públicos andaluces regionales y locales tienen la obligación de ofrecer gratuitamente 

espacios de participación directa a la sociedad civil para garantizar el derecho constitucional de la 

ciudadanía a difundir ideas, informaciones y opiniones. Este derecho de acceso se ejercerá tanto en las 

emisiones centrales como en las  desconexiones territoriales. Los medios públicos tienen la obligación 

de publicar cuanto antes estos reglamentos, que serán sometidos al Consejo Audiovisual Andaluz. Los 

criterios para regular el derecho de acceso deberán ser objetivos y no arbitrarios e incluirán, como míni-

mo, el interés general que persigue, el aporte al fomento del pluralismo que representa el colectivo por 

la temática que trata y la contribución a la pluralidad que quiere desarrollar en su ejercicio del derecho 

a comunicar. Para ello se establecerán los mecanismos y se pondrá a disposición de la sociedad civil 
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el personal y medios necesarios para el ejercicio de este derecho de una forma efi caz. Los colectivos y 

movimientos sociales podrán acceder en igualdad de condiciones que las organizaciones sociales regis-

tradas, ofreciendo equidad en el acceso tanto a las antiguas como a las nuevas formas de organización 

social de la ciudadanía. 

PERIODISMO

10. La independencia de los periodistas es vital para la sociedad. El periodismo es un servicio  

público a los ciudadanos que no puede estar sometido a intereses políticos o económicos par-

ticulares. Sus derechos no podrán ser vulnerados y los poderes públicos otorgarán especial protección a 

los profesionales de la comunicación en el ejercicio de su tarea, ante el abuso de sus propias empresas, 

intereses económicos o políticos. 

11. Las empresas periodísticas se deben considerar como empresas especiales socioeconómicas, 

cuyos objetivos empresariales deben quedar limitados por las condiciones que deben hacer 

posible la prestación de un derecho fundamental, por lo que es necesaria una regulación y supervisión de 

éstas.

TRANSPARENCIA

12. Los medios de comunicación deberán estar sometidos a la Ley de Transparencia, sean públicos 

o privados, posibilitando el conocimiento claro de los ciudadanos sobre la identidad de los pro-

pietarios y del nivel de su participación económica en los medios de comunicación.

13. Son  los profesionales de la comunicación a quienes corresponde en última instancia ser los 

emisores fi nales de la información, por lo que es necesario desarrollar jurídicamente y clarifi car 

las fi guras de la cláusula de conciencia, secreto profesional de las fuentes confi denciales, así como un 

régimen especial para estos trabajadores y trabajadoras con gran responsabilidad en el desarrollo demo-

crático de nuestras sociedades.

14. Los gobiernos velarán para que las leyes garanticen la organización de los medios de comu-

nicación a fi n de asegurar la neutralidad de las informaciones, el pluralismo de las opiniones y 

voces en el espacio público, así como la equidad de género, la diversidad cultural y el derecho a la comu-

nicación de la ciudadanía.

ACCESIBILIDAD. DIVERSIDAD FUNCIONAL

15. Las personas con discapacidad visual o auditiva tienen el derecho a una accesibilidad univer-

sal a la comunicación audiovisual, de acuerdo con las posibilidades tecnológicas. Los poderes 

públicos y los prestadores fomentarán el disfrute pleno de la comunicación audiovisual para las personas 

con discapacidad y el uso de buenas prácticas que evite cualquier discriminación o repercusión negativa 

hacia dichas personas. Con objeto de garantizar la calidad del servicio y la satisfacción de las personas 

destinatarias, los prestadores del servicio de comunicación audiovisual deberán atenerse, en la aplicación 

de las medidas de accesibilidad, a las normas técnicas vigentes en cada momento en relación con la 

subtitulación, la emisión en lengua de signos y la audio-descripción. Para ello, los prestadores del servicio 

de comunicación audiovisual ofrecerán en sus emisiones una imagen ajustada, normalizada, respetuosa 

e inclusiva de las personas con discapacidad, en tanto que manifestación enriquecedora de la diversidad 

humana, evitando difundir percepciones estereotipadas, sesgadas o producto de los prejuicios sociales 

que pudieran subsistir. De igual modo, su aparición en la programación será proporcional al peso y a la 

participación de estas personas en el conjunto de la sociedad. Las personas con discapacidad auditiva 

y visual tienen el derecho a que la comunicación audiovisual televisiva, en abierto y cobertura estatal o 

autonómica, subtitule el 100% de los programas, y cuente con la interpretación con lengua de signos y 

sistemas audiodescritos en el 100% de los programas informativos, así como, con al menos, dos horas al 

día (14 horas a la semana) de interpretación con lengua de signos y sistemas de audiodescripción en el 

resto de programación. Los medios locales y comunitarios deberán elaborar un plan de participación de 

estos colectivos, facilitando su acceso y ejercicio del derecho a la comunicación en un plano de igualdad, 

y proponiendo una hora semanal de programación referente a las personas con discapacidad.
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APORTACIONES

16. Más perspectiva de género. 

Desde el Forum de Política Feminista se reivindica la perspectiva de género en este documento 

para que no se quede en una coletilla fi nal. “Nos preocupa el poder de todos los medios de comunicación. 

El género es transversal”. Denunciamos que la violencia contra las mujeres va en aumento y la invisibilidad 

de la mujer es preocupante en todas las esferas, especialmente en los contenidos informativos y en la pu-

blicidad. “Los medios ejercen una violencia simbólica no solo contra las mujeres, sino también contra las 

personas inmigrantes”, reiteraron.

17. Promoción de la identidad andaluza. 

Desde la Asociación Almenara (Granada) se defi ende la identidad andaluza (cultura, lengua, etc) 

y el papel de vertebración de los medios de comunicación públicos. 

18. Carácter laico.

Andalucía Laica lanzan las siguientes consideraciones:

Los servicios de comunicación audiovisual son considerados un bien de dominio público. Su uso se deberá 

adecuar a unos parámetros acordes con la libertad de expresión e información, la promoción de la diversidad, 

la no discriminación, la inclusión social y los derechos humanos. Se respetará la aconfesionalidad del Esta-

do, no confundiéndola con un multiconfesionalismo, pues será un objetivo prioritario la defensa de la libertad 

de conciencia de los ciudadanos, en especial frente a diversas formas de manipulación y adoctrinamiento. 

Por ello, las programaciones no deben incluir la retransmisión de actos o ceremonias propios de creencias o 

convicciones particulares. Sí darán noticia de esos actos o ceremonias cuando el interés informativo lo acon-

seje. Tampoco incluirán programas proselitistas de ninguna creencia o convicción particular. Para todo ello, 

se someterá a todo medio con licencia de explotación de frecuencias al Código Deontológico Europeo, sin 

menoscabo de la mejora que suponga la adopción de sus propios códigos éticos, basado en estos principios 

y bajo el cual tanto las administraciones públicas como la ciudadanía puedan exigir su cumplimiento. 

La Ley Audiovisual Andaluza, de acuerdo con la Directiva Europea 2010/13/UE y la Recomendación del 

Parlamento Europeo del 16 de diciembre de 2008, promoverá la alfabetización mediática y/o educación en 

medios de comunicación con el objeto de generar una opinión pública informada, crítica y participativa. La 

formación de ciudadanos más libres, más cultos, mejor informados y más participativos supone estimular en 

lo posible el pensamiento crítico y la racionalidad frente a la superstición, las pseudociencias y la propagan-

da. Así, no sólo se rechazará, sino que se ayudará, para propiciar la autodefensa ciudadana, a identifi car la 

peligrosa charlatanería característica de las falsas terapias, técnicas adivinatorias, manifestaciones sobre-

naturales, y otras expresiones de irracionalidad. Se dará cabida, por el contrario, a programas que ayuden a 

los oyentes o espectadores a mejorar su racionalidad y a adquirir criterios propios, mediante informaciones 

rigurosas (a la vez que amenas), debates entre personas de discurso rico y participación ciudadana. Asimis-

mo, se evitará el sensacionalismo, de forma especialmente rigurosa en los telediarios. Los programas de 

puro entretenimiento no serán nunca programas-basura: no deben caer en la chabacanería, la vulgaridad, el 

famoserío o el morbo. Esta estrategia educativa se fundamentará en la defensa del ejercicio del derecho a la 

comunicación. La administración pública deberá garantizar el desarrollo de estas actividades en educación 

reglada, no reglada e informal. 
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